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1. EVOLUCIÓN DE LA FISCALIDAD SOBRE LOS BIENES INMUEBLES.  

1.1. IMPACTO ECONÓMICO-SOCIAL DE LOS BIENES INMUEBLES. 

Desde tiempos inmemorables, la acumulación de bienes inmuebles en el patrimonio 

personal ha sido una constante por parte de todas las personas del mundo, independiente 

de su estatus social. Considerado como una de las fuentes de riqueza que más perdura en 

el tiempo, trasladándose incluso de generación a generación, denota la preeminencia que 

supone para el erario como fuente de ingresos.   

Por ello, siendo indiferente al modelo de sistema fiscal adoptado por cada país -

tributación mundial, territorial o ninguno-, resulta casi imposible encontrar una 

jurisdicción que no haya establecido alguna forma de imposición sobre los bienes 

inmuebles situados en su territorio nacional. De allí la importancia de su correcta 

delimitación e identificación a efectos fiscales.  

Corresponde ahora evaluar la situación de los bienes inmuebles ante el impacto de la 

globalización y las nuevas tendencias internacionales, entre las cuales podemos destacar 

el crecimiento exponencial de la tenencia de inmuebles en manos de no residentes, tanto 

personas físicas como entidades, así como a través de figuras jurídicas que no están 

reguladas propiamente en nuestra legislación, como pueden ser los trust anglosajones. 

Este fenómeno incluso está impulsado por los propios legisladores que buscan atraer 

inversiones extranjeras o personales a través de la compra de bienes inmuebles, mediante 

incentivos como las Golden Visa o la Residencia por Inversión, instaurados en distintos 

países, señalando a Chipre, Malta, Portugal o en el Caribe. Tales medidas pueden incidir 
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no solo en la tributación del inmueble, sino en el propio concepto de residencia fiscal –

tratado en el Capítulo 17 de esta Guía –. 

Al efectuar un estudio sobre nuestra normativa tributaria tendemos a centrarnos en lo 

puramente fiscal – su articulado, su implementación, su impacto en el fraude fiscal –, sin 

tener en consideración que la realidad fiscal no sería tal realidad si obviamos otros 

aspectos no fiscales, como puede ser su incidencia en la economía del país, en las distintas 

políticas fiscales o incentivos adoptadas por un Gobierno, o incluso en las tendencias 

mundiales en la materia. Por ello, este preámbulo no sería completo sin valorar, al menos, 

brevemente, la situación inmobiliaria en España y como incide en su tributación.  

España, tanto por su situación geográfica como por su economía, es un país proteccionista 

de los bienes inmuebles situados en el territorio español, así como de los rendimientos y 

rentas derivadas de los mismos.  

El sector inmobiliario es uno de los sectores clave en la economía española, siendo un 

componente que ha contribuido al repunte de capital fijo en la inversión española en el 

2024.  

El Informe de Situación de la Economía Española 2024, publicado por el Ministerio de 

Hacienda, señala que “La inversión abre el año al alza. La formación bruta de capital fijo 

repuntó cerca de un 3% en el primer trimestre de 2024 respecto al periodo anterior, 

observándose crecimiento tanto en el componente de construcción como en el de bienes 

de equipo. Este dato se ve confirmado por los indicadores coyunturales más recientes 

como la concesión de hipotecas, la compraventa de viviendas o el crédito nuevo.” 

Dicho repunte inmobiliario se refuerza con las conclusiones previstas en el Informe Anual 

2024 del Banco de España, donde “La expansión de la actividad económica en España en 

2024 fue generalizada por sectores de actividad (véase gráfico 3.1.a). Así, el sector 

primario creció un 8,3%, significativamente por encima de lo observado en la UEM, 

donde experimentó un retroceso del 0,7%. En el sector industrial y en la construcción, el 

crecimiento en España alcanzó el 2,7% y el 2,1%, respectivamente frente a la contracción 

que estos dos sectores registraron en un elevado número de países de la eurozona.” 

 

 
Fuente: Banco de España 2024 

Siendo la actividad inmobiliaria el segundo sector en tasa de crecimiento de la actividad 

económica en España en 2024, no hay duda del gran proteccionismo que ejerce la 
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Administración española sobre ella y concretamente sobre los bienes inmuebles. Sin 

obviar que el primer sector de la actividad económica, el sector agrícola, también afecta 

a los bienes inmuebles, en este caso, rústicos.  

Demostrada la notabilidad del sector inmobiliario en España, procedamos a desglosar la 

composición del mismo en rústicos, urbanos y de características especiales (BICES) e 

identificar, en la medida de lo posible, en manos de quien están.  

Partiendo de los datos del Portal de la Dirección General del Catastro (DGC): el Catastro 

en cifras de enero 2025, podemos formular una serie de apreciaciones sobre la visión 

global del sector inmobiliario en España y su impacto fiscal. 

 

Categoría Cantidad Notas Titulares 

Inmuebles Urbanos 40.001.098 
Incluye viviendas, locales, 

oficinas, garajes, etc. 
26.004.910 

Inmuebles Rústicos 

(Parcelas) 
38.816.468 

Terrenos agrícolas, 

forestales, etc. 
8.992.360 

Inmuebles de Características 

Especiales (BICES) 
6.882 

Aeropuertos, centrales 

eléctricas, refinerías, etc. 
 

Número Total Aproximado 

de Inmuebles 
78.824.448   

Fuente: Dirección General del Catastro (datos a enero de 2025). 

Así, la titularidad del total de 40.001.098 inmuebles urbanos situados en España está en 

manos de 26.004.910 titulares (personas físicas y jurídicas). Si se efectúa un análisis de 

bienes inmuebles urbanos frente a los rústicos se observa que la titularidad de inmuebles 

urbanos se distribuye más uniformemente entre la población, donde cada titular de 

inmuebles urbanos posee 1,54 inmuebles, frente a los titulares de inmuebles rústicos, que 

está más concentrado, donde cada titular posee 4,32 inmuebles. 

 
Fuente: Dirección General del Catastro (datos a enero de 2025). 

A efectos de la materia que estamos evaluando, la Fiscalidad de los no residentes en 

España: bienes inmuebles, es esencial distinguir los titulares de los bienes inmuebles que 

tienen la consideración de residente fiscal en España frente a los no residentes.  

Atendiendo al Informe del Banco de España – El mercado de la vivienda residencial en 

España: evolución reciente y comparación internacional 2024 –, “La adquisición de 

vivienda por parte de extranjeros ha sido un factor importante para impulsar la 

recuperación del mercado residencial desde 2012 (véase gráfico 2.a). En términos 

relativos, estas operaciones representan en torno al 20% de las compraventas de vivienda 
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a partir de 2013, con un máximo del 21,1% sobre las adquisiciones de vivienda libre en 

2023.” “En este crecimiento de las compras de ciudadanos extranjeros destacan tanto las 

adquisiciones por parte de nuevos residentes como las de no residentes, cuyo peso relativo 

se sitúa en torno al 45% desde 2007.” 

 

 
Fuente: Banco de España. Centro de Información Estadística del Notariado. 

Conforme el gráfico 2.a. del Banco de España, en el 2023, el 21% de las compras de 

viviendas se realizan por extranjeros, de los cuales el 12% aproximadamente son 

residentes y el 9% está en manos de no residentes.  

Con datos más actuales sobre la – Evolución de compraventa de viviendas– del Centro 

de Información Estadística del Notariado (CIEN), destacamos las siguientes cifras: 

“En 2024 el número de compraventas aumentó en un 11,5% anual, hasta alcanzar las 

716.183 operaciones.” 

“Las personas físicas lideran las compras de viviendas en España, con una penetración 

en este mercado de más del 88% desde enero de 2007 a julio de 2024. El otro 12% 

corresponde a compras efectuadas por personas jurídicas.”  

“En el segundo semestre de 2024, las compraventas de vivienda por parte de 

extranjeros crecieron un 10,3% interanual. Los extranjeros residentes concentraron el 

58,1% de las operaciones, con crecimiento del 11,8%, mientras que los no residentes 

asumieron el 41,9% restante. Estos últimos protagonizaron una destacada 

recuperación, pasando de una caída del -1,4% en el semestre anterior, a un crecimiento 

del 8,2%.”. 

En base a las cifras anteriores, el – Informe sobre las Compraventas de viviendas por 

tipología del comprador: persona física y persona jurídica. De enero 2007 a julio 2024 – 

(CIEN) analiza la distribución por nacionalidad de las personas físicas o jurídicas 

compradores de vivienda en España con las siguientes conclusiones. 

“El Gráfico 10 muestra una tendencia creciente en la participación de los compradores 

extranjeros en el mercado de la vivienda en España, en contraste con el descenso de la 

participación de los compradores nacionales. A lo largo de los años, los extranjeros han 

ido ganando peso en el número total de compras, alcanzando el 21% en 2024, lo que 

indica un interés sostenido en la inversión inmobiliaria en el país por parte de no 

residentes.” 
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Fuente: Centro de Información Estadística del Notariado. 

“En el Gráfico 11 presenta la distribución de compra de viviendas realizadas por personas 

jurídicas en España, diferenciando entre compradores nacionales y extranjeros desde 

2007 hasta 2024. A lo largo del periodo analizado, se observa que la mayoría de las 

compras realizadas por personas jurídicas corresponden a entidades nacionales.” 

 

 
Fuente: Centro de Información Estadística del Notariado. 

Con el objeto de una estimación, grosso modo y sin ser puristas, del impacto fiscal de los 

titulares personas físicas no residentes de bienes inmuebles urbanos, marcamos las 

siguientes premisas: 

- En 2024 el número de compraventas alcanzó las 716.183 operaciones. (CIEN) 
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- Las personas físicas representan el 88% de titulares de viviendas frente al 12% de los 

compradores personas jurídicas. (CIEN) 

- La distribución de los compradores personas físicas es de un 79% nacional frente al 

21% extranjero. (CIEN) 

- De los compradores personas físicas extranjeros, los extranjeros residentes 

concentraron el 58,1% de las operaciones, mientras que los no residentes asumieron 

el 41,9% restante. (CIEN) 

Partiendo de datos de distintas fuentes y considerando que el concepto de no residente a 

efectos del CIEN y del Banco de España coincide con el concepto fiscal, se observa que, 

del total de 716.183 operaciones del 2024, aproximadamente el 10% son realizadas por 

personas físicas no residentes, sin tener en consideración las personas jurídicas. Es decir, 

cerca de 72.000 operaciones. 

A efectos meramente ilustrativos, del total de inmuebles urbanos situados en territorio 

español de 40.001.098 en manos de 26.004.910 titulares -personas físicas y jurídicas- 

(DGC), el 10% estaría en manos de no residentes, obviando posibles duplicidades.  

Ello permite concluir que la imposición del Impuesto sobre la Renta de No Residentes 

(IRNR) incide sobre algo más de 4 millones de inmuebles urbanos (10% de 40.001.098) 

en España que están en manos de más de 2 millones y medio de no residentes (10% de 

26.004.910).  

Todo ello sin verificar la efectiva residencia fiscal en España, destacando el caso del trust 

extranjero, donde se considera el titular del inmueble a la persona física que actúa como 

trustee, salvo que declare al beneficiario final de dicha estructura jurídica. 

De tal forma, la Agencia Estatal de Administración Tributaria (AEAT) española debe 

comprobar no solo el cumplimiento de las obligaciones fiscales de más dos millones y 

medio de no residentes sino supuestos de falta de transparencia del titular real. 

 

1.2. IMPACTO DE LA FISCALIDAD INTERNACIONAL SOBRE LOS BIENES 

INMUEBLES. 

En materia de fiscalidad sobre bienes inmuebles, se debe determinar la residencia fiscal 

de su titular, bien contribuyente residente fiscal en España frente al no residente.  

En caso de conflicto de residencia fiscal con un país que haya firmado con España un 

Convenio para evitar la doble imposición [y prevenir el fraude fiscal] en materia de 

impuestos sobre la renta [y sobre el patrimonio], CDI, primero se debe dirimir la 

residencia fiscal conforme al artículo 4 del CDI en cuestión – véase el Capítulo 17 de esta 

Guía –. 

Cuando la residencia fiscal del contribuyente no sea objeto de controversia, caben dos 

situaciones: por un lado, que sea residente fiscal en España, y, por otro, que sea un titular 

no residente en España. 

1.2.1. Situación 1: Residente fiscal en España. 

Ante un contribuyente residente fiscal en España, conforme la normativa española, con 

rentas o rendimientos de fuente española y extranjera, se debe acudir primero al CDI 

bilateral respectivo, si existe, para determinar la potestad tributaria para gravar dicha 

renta.  

En el caso de que España no haya suscrito un CDI con dicha jurisdicción se aplicará 

directamente la normativa española. En cuyo caso, la eliminación de la doble imposición 
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internacional será conforme a la legislación doméstica. En caso de no existir normativa 

doméstica que elimine el impuesto gravado en el extranjero, se mantiene la doble 

imposición al que se ve sometido el contribuyente.  

Concretando el caso a los bienes inmuebles, estamos ante contribuyentes, personas físicas 

o jurídicas, que poseen un inmueble, además de los posibles inmuebles en territorio 

español, en el extranjero. 

El contribuyente deberá tributar conforme al Impuesto sobre la Renta de las Personas 

Físicas (IRPF), como persona física, o Impuesto sobre Sociedades (IS), como persona 

jurídica, en ambos casos, por su renta mundial.  

En relación con el inmueble que posee en el extranjero, se atenderá, en todo caso, a lo 

previsto en el CDI suscrito con el país donde esté situado el inmueble, de existir. El 

artículo 6 del MCOCDE establece, con carácter general, la potestad compartida sin límite 

en Estado de la Fuente. Siendo, en este caso, España, el Estado de Residencia, le 

corresponderá eliminar la doble imposición derivada de los impuestos pagados por dicho 

inmueble en el Estado de Fuente. Si bien, se debe verificar lo previsto en cada CDI dado 

que existe excepciones a la regla general.  

Asimismo, el contribuyente residente fiscal español deberá presentar el Modelo 720, 

previsto en Orden HAP/72/2013, de 30 de enero, por la que se aprueba el modelo 720, 

declaración informativa sobre bienes y derechos situados en el extranjero, a que se refiere 

la disposición adicional decimoctava de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 

Tributaria y se determinan el lugar, forma, plazo y el procedimiento para su presentación, 

que en su artículo 2.e) estipula:  

“Estarán obligados a presentar el modelo 720 Cuando, según lo dispuesto en los apartados 1, 5 y 

7 del artículo 54 bis del Reglamento aprobado por el Real Decreto 1065/2007, de 27 de julio, con las 

excepciones previstas en el apartado 6 del citado artículo, sean titulares o tengan la consideración de 

titular real conforme a lo previsto en el apartado 2 del artículo 4 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, 

respecto de bienes inmuebles y derechos sobre bienes inmuebles situados en el extranjero.” Donde el 

RA 1065/2007 establece en su artículo 54bis.6.d): “No existirá obligación de informar sobre ningún 

inmueble o derecho sobre bien inmueble cuando los valores a que se refieren los apartados 2.d), 3 y 4 

no superasen, conjuntamente, los 50.000 euros. En caso de superarse dicho límite conjunto deberá 

informarse sobre todos los inmuebles y derechos sobre bienes inmuebles.” 

1.2.2. Situación 2: No Residente fiscal en España. 

Se trata de un contribuyente, persona física o jurídica, que posee un inmueble situado en 

el territorio español si bien no tiene consideración de residente fiscal en España. Por tanto, 

es no residente a efectos de los CDI y de la normativa doméstica.  

En el caso de que no exista CDI con el Estado de Residencia del contribuyente, el 

contribuyente no residente estará sujeto al Impuesto sobre la Renta de no Residentes 

(IRNR) siendo independiente de que sea persona física o jurídica, sin derecho a los 

beneficios previstos en los CDI, especialmente en relación con la eliminación de la doble 

imposición que pueda producir la imposición del IRNR español, sin perjuicio de que el 

Estado de Residencia lo establezca en su legislación doméstica.  

En caso de que exista un CDI suscrito con el Estado de Residencia, España aplicará lo 

previsto en el CDI como Estado en que está situado el inmueble. En este caso, España, 

como Estado de la Fuente, tiene, con carácter general, potestad tributaria compartida sin 

límite sobre el inmueble. Siendo el Estado de Residencia del contribuyente, no residente 

en España, quien debe de eliminar los impuestos gravados conforme la legislación 

española, salvo que el CDI especifico determine otra cosa.   
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1.3. NORMATIVA APLICABLE. 

Los bienes inmuebles ubicados en España pueden generar diversas tipologías de renta. 

Estas incluyen las rentas de propiedad, las rentas de explotación (o rentas de actividades 

económicas) y, en última instancia, las ganancias patrimoniales, que resultan de su 

transmisión. Sin perjuicio de hacer alguna referencia explícita a las rentas derivadas de 

explotación – objeto de análisis detallado en el Capítulo 21– o a las ganancias obtenidas 

por la transmisión de bienes inmuebles – véase el Capítulo 25– el enfoque principal de 

este Capítulo son los rendimientos derivados, directa o indirectamente, de bienes 

inmuebles situados en territorio español o de derechos relativos a éstos y las rentas 

imputadas a los contribuyentes personas físicas titulares de bienes inmuebles urbanos 

situados en territorio español no afectos a actividades económicas. 

Una vez delimitado el objeto del estudio de este Capítulo, así como las nociones básicas 

sobre la fiscalidad de no residentes en relación con los bienes inmuebles, procedemos a 

desentrañar los pormenores de las distintas normativas aplicables, partiendo de la 

legislación internacional para concluir en la doméstica española:  

• Real Decreto Legislativo 5/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el Texto 

Refundido del Impuesto sobre la Renta de No Residentes (en adelante TRLIRNR). 

Sin obviar las remisiones que realiza el propio TRIRNR a otras normas, destacando, 

la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas 

Físicas y de modificación parcial de las leyes de los Impuestos sobre Sociedades, 

sobre la Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio, en adelante LIRPF y la Ley 

27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre Sociedades, en adelante LIS.  

• Reglamento del Impuesto sobre la Renta de No residentes aprobado por Real Decreto 

1776/2004, de 30 de julio, en adelante RIRNR.  

• Convenios para evitar la doble imposición [y prevenir el fraude fiscal] en materia de 

impuestos sobre la renta [y sobre el patrimonio] suscritos por España (CDI). 

• Normas de Derecho Comunitario concernientes a los principios y libertades en ella 

recogidas, así como lo concerniente a los gastos deducibles o tipos impositivos 

aplicables. Asimismo, la Directiva 2011/16/UE, que prevé el intercambio automático 

de seis categorías de ingresos y activos, entre las cuales están las rentas y propiedad 

de bienes inmuebles (DAC1) o de operadores de plataformas digitales (DAC7).  

Todo ello teniendo en consideración lo previsto en los Modelos de CDI, reconocidos 

como Softlaw en la materia, desarrollado en el apartado 2 de este Capítulo: 

• Modelo OCDE de Convenio Tributario sobre la Renta y sobre el Patrimonio (2017)  

• Modelo Naciones Unidas de convenio sobre doble imposición entre países 

desarrollados y países en desarrollo (2021) 

Retomando la Situación 2: No Residente en España, digamos que el titular de un inmueble 

situado en España es residente fiscal en Francia. En este escenario, la tributación de las 

rentas se determina mediante la interacción de varios estratos normativos: 

• Primero debe establecerse si el titular no residente de un inmueble situado en territorio 

español procede de un país con el cual España ha suscrito un Convenio para evitar la 

doble imposición, el cual determina la potestad tributaria de las partes signatarias, es 

decir, qué país tiene derecho a gravar la renta generada por el arrendamiento. En este 

caso, el propietario es residente en Francia. Por tanto, se debe acudir al Convenio 

bilateral entre España y Francia de 10 de octubre de 1995 (BOE 12/06/1997). 

• Una vez verificado la existencia del Convenio bilateral, se debe calificar la renta 

conforme el articulado del Convenio con el fin de determinar cómo se ha acordado la 
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potestad tributaria sobre dicha renta. La distribución de la potestad tributaria puede 

ser potestad exclusiva del Estado de residencia, potestad exclusiva del Estado de la 

Fuente o potestad compartida, con o sin límite para el Estado de la Fuente – véase el 

Capítulo 11 de la Guía –.  

La distribución de la potestad tributaria sobre inmuebles es, con carácter general, 

compartida sin límite en el Estado de la Fuente. Si bien, siempre se debe acudir al 

Convenio bilateral, así como sus Protocolos o enmiendas. A pesar de que los CDI 

parten de los Modelos de Convenio de la OCDE y/o Naciones Unidas, es, en todo 

caso, una negociación entre los estados firmantes.  

No debe olvidarse que los CDI (i) califican la renta, (ii) atribuyen la potestad tributaria 

de las distintas rentas (exclusiva – compartida con o sin límite) y (iii) eliminan la 

doble imposición, ex ante o ex post. En ningún caso, los CDI determinan cómo debe 

tributar dicha renta. Es decir, no determina la liquidación del impuesto, que, en todo 

caso, será conforme normativa interna. Por ello, a pesar de que el CDI atribuya la 

potestad de gravar una renta, si la legislación interna no lo prevé, el país no puede 

gravarlo en base únicamente al CDI. En nuestro supuesto, el Convenio de España y 

Francia atribuye la facultad de gravar la renta a España, como Estado de la Fuente, 

donde se sitúa el inmueble.  

• A partir de este momento entra en juego la normativa interna española, que 

proporciona los criterios y parámetros necesarios para liquidar el impuesto y calcular 

la cuota del Impuesto sobre la Renta de No Residentes (IRNR) a pagar en España. 

En el caso de que no existiera Convenio suscrito por España con el país de residencia 

del propietario no residente del inmueble español, la calificación de la renta y su 

liquidación se realizará directamente conforme normativa española. En nuestro 

supuesto, si en vez de Francia el propietario fuera de Guatemala, país que España 

actualmente no tiene un Convenio para evitar la doble imposición, se aplicaría el 

TRIRNR directamente. 

• Por último, la aplicación de la normativa interna siempre debe respetar los principios 

y libertades fundamentales de la normativa comunitaria. Esto asegura que el proceso 

de tributación no contravenga las directrices europeas. 

Procedamos a continuación a examinar la tributación de un bien inmueble español en 

manos de un no residente en el orden de verificación y aplicación de la escala normativa 

anterior. Examinaremos primero la incidencia de los convenios bilaterales para evitar la 

doble imposición conforme los Modelos de negociación y los suscritos por España, para 

después profundizar en la normativa interna española prevista en el TRIRNR.  

 

2. NORMATIVA INTERNACIONAL. CONVENIOS PARA EVITAR LA DOBLE 

IMPOSICIÓN. 

Conforme el Artículo 96.1 de la Constitución española, formarán parte del ordenamiento 

interno aquellos convenios válidamente celebrados, una vez publicados oficialmente en 

España. Dentro de la normativa internacional, destacan los Convenios para evitar la doble 

imposición (CDI).  

A fin de homogeneizar y facilitar la negociación de los CDI mundialmente, los países 

parten de los Modelos de Convenio, bien del Modelo de la OCDE (MCOCDE) o las 

Naciones Unidas (MCONU). Si bien los Modelos de Convenios son en ningún caso 

normativa, aún menos normativa interna.  
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Se atribuye a los Modelos de Convenio la consideración de Softlaw, facilitando la 

negociación de los CDI, así como su interpretación. Esta consideración de Softlaw no 

está libre de controversia – véase el Capítulo 4 –.  

A pesar de dicha controversia, el impacto de los CDI bilaterales sobre la imposición de 

las rentas, en general, y las de inmuebles, en especial, adquiere mayor coherencia 

interpretativa acudiendo a lo previsto en el MCOCDE o MCONU. 

2.1. ARTÍCULO 6 DEL MODELO DE CONVENIO DE LA OCDE. VERSIÓN 2017.  

El artículo 6 del Modelo OCDE regula las Rentas Inmobiliarias en 4 apartados, teniendo 

cada uno de ellos una finalidad distinta. Los apartados 1, 3 y 4 del artículo 6 establecen 

las reglas de distribución de la potestad tributaria sobre los rendimientos inmobiliarios, 

mientras que apartado 2 regula la definición de “bien inmueble” a efectos del CDI.  

Analicemos estos apartados en mayor detalle partiendo el concepto de bien inmueble. 

2.1.1. Definición de Bien Inmueble. 

El artículo 6.2 del MCOCDE establece la definición de “Bien Inmueble”, donde se debe 

de acudir, en primer lugar, al concepto de bien inmueble establecido en la legislación del 

Estado de la Fuente. Seguidamente establece una lista positiva (+) de elementos que se 

consideran bienes inmuebles a efectos de los Convenios y concluye con una lista negativa 

(-) de los elementos que se excluyen del concepto de bien inmueble. A continuación, se 

transcribe lo previsto en el artículo 6.2 del MCOCDE: 

(Básico) “El término “bienes inmuebles” tendrá el significado que le atribuya el derecho del 

Estado contratante en que los bienes estén situados.” 

(+) “Dicho término comprende en todo caso los bienes accesorios a los bienes inmuebles, el 

ganado y el equipo utilizado en las explotaciones agrícolas y forestales, los derechos a los que 

sean aplicables las disposiciones de derecho privado relativas a los bienes raíces, el usufructo de 

bienes inmuebles y el derecho a percibir pagos fijos o variables en contraprestación por la 

explotación, o la cesión de la explotación, de yacimientos minerales, fuentes y otros recursos 

naturales;” 

(-) “los buques y aeronaves no tendrán la consideración de bienes inmuebles.” 

Recordamos que el Modelo OCDE es simplemente la base de la negociación y no es 

necesario respetar el concepto y sus listados positivos o negativos. En todo caso, debe 

acudirse al Convenio bilateral en cuestión. 

La regla básica establece que la definición de bien inmueble será conforme a la legislación 

del Estado de la Fuente no siendo necesariamente legislación fiscal.  

En el caso de España, a pesar de encontrar una definición de bienes inmuebles en el 

artículo 61.3 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba 

el Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, que estipula que 

“tendrán la consideración de bienes inmuebles rústicos, bienes inmuebles urbanos y 

bienes inmuebles de características especiales a los efectos del Impuesto sobre Bienes 

Inmuebles, los definidos como tales en las normas del Catastro Inmobiliario”, lo dispuesto 

en el artículo 7.2 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria nos permite 

acudir a las normas de derecho civil como fuente del ordenamiento tributario, con carácter 

supletorio.  

Así resulta de aplicación el Código Civil, cuyo artículo 334 recoge la siguiente definición 

de bienes inmuebles, que se asemeja sustancialmente con la del artículo 6.2 del Modelo 

de Convenio de la OCDE:  
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“Son bienes inmuebles: 

1. Las tierras, edificios caminos y construcciones de todo género adheridas al suelo.  

2. Los árboles y plantas y los frutos pendientes mientras estuvieran unidos a la tierra 

o formaren parte integrante de un inmueble.  

3. Todo lo que esté unido a un inmueble de una manera fija, de suerte que no pueda 

separarse de él sin quebrantamiento de la materia o deterioro del objeto  

4. Las estatuas, relieves, pinturas u otros objetos de uso u ornamentación, colocados 

en edificios o heredades por el dueño del inmueble de tal forma que revele el 

propósito de unirlos de un modo permanente a un fundo.  

5. Las máquinas, vasos, instrumentos o utensilios destinados por el propietario de la 

finca a la industria o explotación que se realice en un edificio o heredad, y que 

directamente concurran a satisfacer las necesidades de la explotación misma.  

6. Los viveros de animales, palomares, colmenas, estanques de peces o criaderos 

análogos, cuando el propietario los haya colocado o los conserve con el propósito de 

mantenerlos unidos a la finca, y formando parte de ella de un modo permanente.  

7. Los abonos destinados al cultivo de una heredad, que estén en las tierras donde 

hayan de utilizarse.  

8. Las minas, canteras y escoriales, mientras su materia permanece unida al 

yacimiento y las aguas vivas o estancadas  

9. Los diques y construcciones que, aun cuando sean flotantes, estén destinados por 

su objeto y condiciones a permanecer en un punto fijo de un río, lago o costa. Las 

concesiones administrativas de obras públicas y las servidumbres y demás derechos 

reales sobre bienes inmuebles.” 

2.1.2. Distribución de la Potestad Tributaria del artículo 6 del MCOCDE. 

En la negociación de la distribución de la potestad tributaria, exclusiva o compartida, de 

las distintas rentas contenidas en los CDI es esencial la fuerza del nexo de dicha renta con 

cada uno de los Estados, bien de Residencia bien de la Fuente. Los bienes inmuebles, 

junto con las retribuciones pagadas por el Estado signatario, son considerados los nexos 

más fuertes con el Estado de la Fuente. De allí que se acuerde la tributación compartida 

sin límite para los inmuebles y tributación exclusiva del Estado de la Fuente, como ocurre 

con el artículo 19 del MCOCDE sobre la Función Pública. 

Atendiendo a la fuerza de atracción del nexo del inmueble con el Estado de la Fuente, el 

apartado 1 del artículo 6 determina la potestad compartida sin límite, permitiendo al 

Estado de la Fuente gravar las rentas que se obtengan de bienes inmuebles situadas en su 

territorio conforme a su legislación interna, sin límite alguno. Es tan relevante el nexo 

con el Estado de la Fuente que los Comentarios al artículo 6 del Modelo OCDE aclaran 

que “El artículo 6 se refiere únicamente a las rentas que un residente de un Estado 

contratante obtiene de bienes inmuebles situados en el otro Estado contratante. Por tanto, 

no es aplicable a las rentas procedentes de bienes inmuebles situados en el Estado 

contratante del que sea residente el perceptor en el sentido del artículo 4, ni en un tercer 

Estado.” 

Otro aspecto interesante del apartado 1 es que el MCOCDE incluye entre paréntesis en 

las rentas contenidas en el artículo 6 “las rentas de explotaciones agrícolas o forestales”. 

La inclusión o no de estas rentas agrícolas o forestales en el artículo 6 puede ser de gran 

transcendencia en la negociación entre los Estados signatarios dado que afecta a la 

calificación de dicha renta conforme el CDI, bien como renta inmobiliaria bien como 

actividad económica, así como la distribución de la potestad de gravarla. 
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Entre los Convenios para evitar la doble imposición suscritos por España, encontramos 

algunos que el apartado 1 del artículo 6 no incluye las rentas de explotaciones agrícolas 

o forestales, como pueden ser los Convenios con Australia, Austria, Brasil, Bulgaria, entre 

otros. 

Acudiendo al apartado 3 del artículo 6, el MCOCDE amplía la aplicación de la 

distribución de la potestad tributaria compartida sin límite prevista en el apartado 1 a otras 

rentas inmobiliarias con independencia de la forma de explotación del bien inmueble. 

Concretamente a las rentas derivadas de la utilización directa, el arrendamiento o 

aparcería, así como de cualquier otra forma de explotación de los bienes inmuebles. 

Por último, el apartado 4 del artículo 6 del MCOCDE, con el objeto de garantizar que las 

rentas se graven en el Estado donde esté situada el inmueble, da mayor claridad a la 

aplicación de la potestad tributaria compartida sin límite también a las rentas derivadas 

de los bienes inmuebles de una empresa. 

Siendo el artículo 6 del Modelo OCDE el artículo regulador principal de rentas derivados 

de bienes inmuebles y su definición, merece especial mención el artículo 13 del 

MCOCDE. El artículo 13 regula las ganancias de capital, donde enumera en su apartado 

1 las ganancias que se obtenga de la enajenación de los bienes inmuebles y en su apartado 

4 las ganancias obtenidas por la enajenación de acciones o participaciones análogas, como 

la participación en una sociedad de personas o en un fideicomiso, si, en cualquier 

momento durante los 365 días que preceden a la enajenación, el valor de dichas acciones 

o participaciones análogas procede en más de un 50 por ciento, directa o indirectamente, 

de bienes inmuebles. En ambos casos, los bienes inmuebles se definen tal como se definen 

en el artículo 6 y se reconoce la potestad tributaria compartida sin límite en el Estado de 

la Fuente – véase capítulo 25 de esta Guía –. 

2.1.3. Reservas de los países recogidos en el MCOCDE. 

El MCOCDE se complementa con sus Comentarios al articulado, que comprenden la 

interpretación de sus disposiciones, junto con textos alternativos y cuestiones inherentes 

a cada artículo. Adicionalmente, integra la posición de los países a través de Reservas a 

los artículos y Observaciones a los comentarios. La relevancia de las Reservas radica en 

su función de trasladar a los demás países la postura específica de una nación en el proceso 

de negociación bilateral del Convenio. 

Entre las Reservas del artículo 6 del MCOCDE, “España se reserva su derecho a gravar 

las rentas generadas por cualquier forma de uso de un derecho de disfrute de bienes 

inmuebles situados en su territorio, cuando tal derecho se derive de la tenencia de acciones 

u otros derechos de participación en la sociedad titular de los bienes inmuebles.” 

Esta Reserva se ha plasmado con la inclusión de un apartado adicional al artículo 6 del 

Convenio bilateral suscrito por España. En los CDI firmados con países como Alemania, 

Albania, Argentina, Bolivia, Kuwait, el Reino Unido, entre otros, se acuerda una 

tributación compartida sin límite al Estado de la Fuente, España, en su caso, sobre los 

derechos de disfrute sobre bienes inmuebles. A modo ilustrativo, la redacción de dicha 

reserva se refleja en el Convenio de España y Alemania de 3 de febrero de 2011 u otra 

similar:  

“4. Cuando la propiedad de acciones o participaciones u otros derechos atribuyan directa o 

indirectamente al propietario de dichas acciones o participaciones o derechos, el derecho al disfrute de 

los bienes inmuebles, las rentas derivadas de la utilización directa, arrendamiento o aparcería, o uso en 

cualquier otra forma de tal derecho de disfrute, pueden someterse a imposición en el Estado contratante 

en que los bienes inmuebles estén situados.” 
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2.2. ARTÍCULO 6 DEL MODELO DE CONVENIO DE LAS NACIONES UNIDAS. 

VERSIÓN 2021. 

En los últimos años el Modelo por excelencia de Convenios para evitar la doble 

imposición es el MCOCDE, si bien coexiste con los Modelos andino o nórdico, así como 

el Modelo Convención sobre la doble tributación entre países desarrollados y países en 

desarrollo de las Naciones Unidas (MCONU), actualmente en su versión 2021.  

El MCONU sigue casi fielmente el MCOCDE, si bien mientras que ésta se considera más 

favorable al Estado de Residencia, tradicionalmente países desarrollados, el MCONU 

procura defender las potestades tributarias del Estado de la Fuente, principalmente países 

en desarrollo.  

En relación con el artículo 6 sobre renta inmobiliarias, las diferencias principales del 

MCONU frente al MCOCDE son sutiles en la redacción general, pero con un impacto 

significativo en la práctica. Dado que el MCONU tiende a proteger el derecho de los 

países en desarrollo (que suelen ser importadores de capital y receptores de inversiones 

extranjeras), la definición de los bienes “raíces” puede diferir ligeramente, dando un 

sentido más amplio, como la inclusión de la silvicultura, o más restringido, con la 

exclusión de las embarcaciones del concepto de bien inmueble. Ello permite a los países 

negociar cláusulas que amplíen o restringen dicha definición para abarcar más o menos 

tipos de rentas. 

Entre los Convenios suscritos por España, varios han excluido específicamente las 

embarcaciones de la definición de bien inmueble del apartado 2 del artículo 6, como 

pueden ser los Convenios con Alemania. Argentina, Barbados, Bélgica, Brasil, el Reino 

Unido, entre otros. En el caso del Convenio con Uzbekistán se excluyen los ferrocarriles 

y vehículos de carretera y con Armenia solo los vehículos. 

2.3. DISTRIBUCIÓN DE LA POTESTAD TRIBUTARIA SOBRE RENTAS 

INMOBILIARIAS. 

Tras evaluar el contenido del artículo 6 del MCOCDE y MCONU, se puede concluir que 

establecen una potestad tributaria compartida sobre rentas inmobiliarias, sin límite a la 

capacidad impositiva del Estado de la Fuente, que en este Capítulo es siempre España. 

Tal conclusión resulta igualmente aplicable a los Convenios bilaterales suscritos por 

España, si bien siempre con la cautela de acudir al Convenio bilateral específico para 

verificar lo acordado en su negociación. En otros artículos de los Convenios es más 

probable diferir de lo previsto en el MCOCDE, mientras que es paradójico que ocurra en 

el artículo 6 sobre rentas inmobiliarias dado el estrecho nexo con el Estado de la Fuente. 

Partiendo de la base que los CDI no van más allá de la calificación de las rentas y la 

distribución de la potestad tributaria, una vez que España tiene la potestad para grava la 

renta, se sale del ámbito normativo de los Convenios para evitar la doble imposición y se 

debe acudir a la normativa interna española.  

Consecuentemente, España aplicará el Texto Refundido de la Ley del Impuesto sobre la 

Renta de No Residentes para determinar la deuda tributaria, que nos lleva al siguiente 

apartado de este Capítulo. 

 

3. NORMATIVA INTERNA. ARTÍCULO 13.1.G) Y H) DEL TRLIRNR.  

Dentro del ámbito normativo interno, acudimos al TRIRNR con el objeto de determinar 

la tributación de dos rentas derivadas de bienes inmuebles previstos en su artículo 13.1. 
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apartados g) y h), si bien antes procedamos a exponer los conceptos básicos aplicables a 

ambos. 

3.1. SUJETOS PASIVOS.  

Conforme el artículo 5 del TRIRNR, la característica fundamental del contribuyente del 

IRNR es su condición de no residente fiscal en España, sumada a la obtención de rentas 

en territorio español. Dentro de esta categoría de contribuyente no residente, se incluyen 

los siguientes supuestos: 

• Las personas físicas no residentes en España, así como los que sean residentes en 

España por alguna de las circunstancias previstas en el artículo 9.4 del TRIRPF. Se 

recuerda que el TRIRPF del Real Decreto Legislativo 3/2004 ha sido derogado y 

reemplazado por la Ley 35/2006, si bien el concepto subyacente es el mismo.  

Por otro lado, y a sensu contrario, la calificación de no residente se atribuye a aquellos 

que no satisfacen las condiciones para ser considerados residentes fiscales en España, 

conforme a lo estipulado en el artículo 9 de la LIRPF. 

• Las personas jurídicas no residentes. 

• Las entidades en régimen de atribución de rentas. Es decir, las entidades constituidas 

en el extranjero cuya naturaleza jurídica sea idéntica o análoga a la de las entidades 

en atribución de rentas constituidas de acuerdo con las leyes españolas. 

3.2. SUJECCIÓN AL IMPUESTO. CATEGORÍAS DE RENTAS INMOBILIARIAS. 

Siendo el Impuesto sobre la Renta de No Residentes un tributo de carácter directo que 

grava la renta obtenida en territorio español por las personas físicas y entidades no 

residentes en éste, donde el hecho imponible es la obtención de rentas, dinerarias o en 

especie, en territorio español por los contribuyentes por este impuesto, resulta sencillo 

identificar, en este contexto, las rentas provenientes de bienes inmuebles.  

Si bien, las rentas derivadas de bienes inmuebles situados en territorio español o de 

derechos relativos a éstos pueden generarse a través de diversas vías: utilización directa, 

utilización indirecta, arrendamiento, explotación, incluso ganancias patrimoniales. Es 

crucial entender que, si bien todas estas categorías representan ingresos inmobiliarios, su 

calificación fiscal difiere significativamente. 

Las rentas obtenidas por arrendamiento y utilización indirecta se consideran rendimientos 

derivados, directa o indirectamente, de bienes inmuebles situados en territorio español o 

de derechos relativos a éstos. Esto implica que su tributación se rige por las normas 

específicas para este tipo de rendimientos, aplicando los tipos impositivos 

correspondientes, mientras que las rentas derivadas de su utilización directa conllevan 

una imputación de rentas a su titular. 

Por otro lado, las rentas derivadas de la explotación de bienes inmuebles se califican como 

rentas procedentes de una actividad económica, sobre las cuales se les aplicarán las reglas 

de tributación para actividades económicas, lo que a menudo conlleva un tratamiento 

fiscal diferente en cuanto a la base imponible y la posibilidad de deducción de gastos. La 

explotación se da cuando el inmueble se utiliza en el marco de una actividad empresarial 

o profesional, y no meramente como un generador de rentas pasivas. 

Difiere de lo anterior, las rentas obtenidas por la transmisión o alteración patrimonial del 

bien inmuebles, que lleva a su calificación como ganancia o pérdida patrimonial de bienes 

inmuebles o de derechos relativos a éstos. 

Esta distinción es tan crucial que el TRLIRNR los aborda en capítulos separados. 

Específicamente, el Capítulo III se dedica a las rentas obtenidas mediante establecimiento 
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permanente (EP), mientras que el Capítulo IV regula las rentas obtenidas sin mediación 

de EP, donde el legislador, a su vez, distingue los rendimientos en apartados específicos 

del artículo 13.1: 

“1. Se consideran rentas obtenidas en territorio español: 

g) Los rendimientos derivados, directa o indirectamente, de bienes inmuebles 

situados en territorio español o de derechos relativos a éstos.  

h) Las rentas imputadas a los contribuyentes personas físicas titulares de bienes 

inmuebles urbanos situados en territorio español no afectos a actividades económicas. 

i) Las ganancias patrimoniales:  

3.º Cuando procedan, directa o indirectamente, de bienes inmuebles situados en 

territorio español o de derechos relativos a éstos. En particular, se consideran incluidas:  

Las ganancias patrimoniales derivadas de derechos o participaciones en una 

entidad, residente o no, cuyo activo esté constituido principalmente, de forma directa o 

indirecta, por bienes inmuebles situados en territorio español.  

Las ganancias patrimoniales derivadas de la transmisión de derechos o 

participaciones en una entidad, residente o no, que atribuyan a su titular el derecho de 

disfrute sobre bienes inmuebles situados en territorio español.” 

Esta distinción legislativa subraya las profundas diferencias en el tratamiento fiscal de los 

distintos rendimientos inmobiliarias. Asimismo, el apartado 3 del artículo 13 del TRIRNR 

señala que la calificación de los distintos conceptos de renta será en función de su 

procedencia conforme al artículo 13 y, en su defecto, a los criterios establecidos en la 

LIRPF. De las distintas rentas derivadas de bienes inmuebles, este Capítulo se centra en 

los apartados g) y h) del artículo 13.1 del TRIRNR. 

3.3. CUOTA TRIBUTARIA.  

La cuota tributaria se obtendrá aplicando a la base imponible que se analizará a 

continuación, los tipos de gravamen previstos en el artículo 25 del TRIRNR.  

De tal forma: 

• Los contribuyentes residentes en un Estado miembro de la UE o del EEE con 

intercambio de información, el tipo de gravamen será el 19 por ciento. 

• Los restantes contribuyentes no residentes en España aplicarán el tipo del 24%. 

La posibilidad de los contribuyentes residentes en otro Estado miembro de la UE de 

deducir los gastos previstos para los contribuyentes residentes en España conforme la 

LIRPF o en la LIS, así como aplicar un tipo inferior al general del 24% es el resultado de 

determinar que la normativa doméstica española era contraria a la normativa comunitaria 

y los principios de libre circulación de personas y capitales. 

3.4. DEDUCCIONES.  

Atendiendo al Artículo 26 del TRIRNR, de la cuota sólo se deducirán:  

• Las deducciones por donativos en los términos previstos en la LIRPF y en la Ley de 

régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al 

mecenazgo. 

• Las retenciones e ingresos a cuenta que se hubieran practicado sobre las rentas del 

contribuyente. 

 

4. RENDIMIENTOS DERIVADOS DE BIENES INMUEBLES. ARTÍCULO 

13.1.G) DEL TRLIRNR. 

4.1. RENDIMIENTOS DERIVADOS DE BIENES INMUEBLES.  
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Los rendimientos derivados, directa o indirectamente, de bienes inmuebles situados en 

territorio español o de derechos relativos a éstos, tienen la consideración de rentas 

obtenidas en territorio español conforme lo previsto en el artículo 13.1.g) TRIRNR. 

Al igual que lo contempla el artículo 6 del MCOCDE, la letra g) del artículo 13.1 del 

TRIRNR establece que la potestad tributaria recae sobre los rendimientos derivados no 

solo de bienes inmuebles situados en territorio español, sino también de los derechos 

relativos a dichos bienes inmuebles.  

Acudiendo al Artículo 22 de la LIRPF, en base al apartado 4 del artículo 13 del TRIRNR, 

se establece que “tendrán la consideración de rendimientos íntegros procedentes de la 

titularidad de bienes inmuebles rústicos y urbanos o de derechos reales que recaigan sobre 

ellos, todos los que se deriven del arrendamiento o de la constitución o cesión de derechos 

o facultades de uso o disfrute sobre aquéllos, cualquiera que sea su denominación o 

naturaleza.”  

Consecuentemente, el IRNR permite gravar los rendimientos derivados de 

arrendamientos, cesión de derechos, derechos de uso o disfrute, cualquiera que sea su 

denominación o naturaleza. Esto permite ampliar las rentas sujetas al IRNR a aquellos 

rendimientos relacionados de alguna forma a un bien inmueble, así como un mecanismo 

para identificar situaciones en las que se pretende eludir el pago del impuesto de los 

titulares efectivos de la propiedad del bien inmueble o de derechos de uso que recaen 

sobre el inmueble. 

Si bien, el hecho de que el legislador español califique los rendimientos de bienes 

inmuebles como rendimientos de capital inmobiliario o como rendimientos derivados de 

actividad económica tiene gran relevancia en cuanto al diferente tratamiento tributario 

aplicable. Así el artículo 15 del TRIRNR distingue las formas de sujeción al impuesto: en 

el primer caso se trata de rendimientos obtenidos en España sin mediación de 

establecimiento permanente, que tributarán de forma separada por cada devengo total o 

parcial de renta sometida a gravamen, sin que sea posible compensación alguna entre 

aquéllas y en los términos previstos en el capítulo IV, mientras que en el segundo, los 

rendimientos se consideran obtenidos mediante un establecimiento permanente en España 

y tributarán por la totalidad de la renta imputable a dicho establecimiento, cualquiera que 

sea el lugar de su obtención, de acuerdo con lo dispuesto en el capítulo III - véase el 

Capítulo 21 de esta Guía - . 

Con el objeto de determinar el concepto de rendimiento que derive directa o 

indirectamente de bienes inmuebles, cabe acudir a la letra i) del artículo 13 del TRIRNR, 

que regula las ganancias de capital derivadas de bienes inmuebles, esto es, a la letra i) que 

delimita:  
“las ganancias patrimoniales cuando procedan, directa o indirectamente, de bienes 

inmuebles situados en territorio español o de derechos relativos a los mismos.  

En particular, se consideran incluidas:  

Las ganancias patrimoniales derivadas de derechos o participaciones en una entidad 

residente o no, cuyo activo esté constituido principalmente, de forma directa o indirecta, por 

bienes inmuebles situados en territorio español.  

Las ganancias patrimoniales derivadas de la transmisión de derechos o participaciones en 

una entidad, residente o no, que atribuyan a su titular el derecho de disfrute sobre bienes 

inmuebles situados en territorio español.”  

4.2. BASE IMPONIBLE.  

Con el objeto de determinar la base imponible de los rendimientos derivados, directa o 

indirectamente, de bienes inmuebles o de derechos sobre los mismos debe de aplicarse el 
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apartado 1 del artículo 24 del TRIRNR, que establece la regla general de los rendimientos 

que se obtengan sin mediación de establecimiento permanente. De tal forma, la base 

imponible estará constituida por su importe íntegro, determinado de acuerdo con las 

normas de la LIRPF, sin que sean de aplicación los porcentajes multiplicadores del 

artículo 23.1 ni las reducciones. 

En caso de inmuebles arrendados, el artículo 22.2 de la LIRPF establece que se computará 

como rendimiento íntegro el importe que, por todos los conceptos, reciba del arrendatario, 

incluido, en su caso, el correspondiente a todos aquellos bienes cedidos con el inmueble 

y excluido el Impuesto sobre el Valor Añadido o, en su caso, el Impuesto General 

Indirecto Canario. 

A pesar de lo previsto en el artículo 24 del TRIRNR, que no permite la deducción de los 

gastos del rendimiento integro, en el caso de contribuyentes residentes en otro Estado 

miembro de la Unión Europea (UE) o en un Estado miembro del Espacio Económico 

Europeo (EEE) con el que exista un efectivo intercambio de información tributaria - véase 

los Capítulos 55 y 56 de esta Guía -, siempre y cuando el contribuyente acredite que están 

relacionados directamente con los rendimientos obtenidos en España y que tienen un 

vínculo económico directo e indisociable con la actividad realizada en España, se 

aplicarán las siguientes reglas especiales:  

• En caso de personas físicas, se podrán deducir los gastos previstos en la LIRPF.  

• En caso de entidades, se podrán deducir los gastos deducibles de acuerdo con lo 

previsto en la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre Sociedades,  

4.3. DEVENGO.  

Los rendimientos derivados de bienes inmuebles previsto en el artículo 13.1.g) del 

TRIRNR se devengarán cuando resulten exigibles o en la fecha del cobro si ésta fuera 

anterior conforme lo previsto en el artículo 25.1.a) del TR. 

El aparatado 3 del artículo 25 estipula que, en el caso de fallecimiento del contribuyente, 

todas las rentas pendientes de imputación se entenderán exigibles en la fecha del 

fallecimiento, aplicándose igualmente a los rendimientos inmobiliarios. 

 

5. RENTAS IMPUTADAS DE BIENES INMUEBLES URBANOS. ARTÍCULO 

13.1.H) DEL TRLIRNR. 

Partiendo del hecho que la normativa española permite gravar las rentas imputadas a 

personas físicas no residentes de bienes inmuebles urbanos de que sean los titulares, al 

ser un no residente debemos acudir al CDI bilateral con el Estado de Residencia de la 

persona física, si existe, con el fin de determinar la potestad tributaria del Estado de la 

Fuente, en este caso, España.  

El apartado 3 del artículo 6 del MCOCDE establece la potestad tributaria compartida sin 

límite también a las rentas derivadas de la utilización de los bienes inmuebles. Una vez 

establecida la potestad del Estado español de gravar la imputación de rentas inmobiliarias, 

se procede a analizar la legislación doméstica sobre la materia. 

5.1. IMPUTACIÓN DE RENTAS INMOBILIARIAS. 

La letra h) del artículo 13.1 del TRIRNR considera rentas obtenidas en territorio español, 

“las rentas imputadas a los contribuyentes personas físicas titulares de bienes inmuebles 

urbanos situados en territorio español no afectos a actividades económicas”. 
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El trasfondo de la letra h) se encuentra en el Título X Regímenes especiales de la LIRPF, 

en su Sección 1.ª sobre Imputación de rentas inmobiliarias, cuyo artículo 85 establece la 

regulación de la imputación de rentas inmobiliarias.  

Así el legislador equipara la tributación de las personas físicas no residentes fiscales en 

España que sean titulares de bienes inmuebles situados en territorio español a la 

tributación de los residentes fiscales por la utilización para uso propio de dichos 

inmuebles o que estén vacíos. De allí que la letra h) únicamente resulta aplicable a 

contribuyentes no residentes que sean personas físicas. En el caso de personas jurídicas 

no residentes, titulares de inmuebles en España, no les resulta de aplicación la letra h del 

artículo 13.1., si bien el legislador traslada una imputación de rentas inmobiliarias a 

aquellas entidades no residentes, residentes en paraísos fiscales (entendidos en el sentido 

actual de jurisdicciones no cooperativas) mediante el Gravamen Especial de Bienes 

Inmuebles para – véase el apartado 6 de este Capítulo –. 

En relación con la imputación de rentas inmobiliarias, la LIRPF establece las siguientes 

exclusiones: los inmuebles afectos a actividades económicas, así como los generadores 

de rendimientos del capital. Asimismo, cuando se trate de inmuebles en construcción y 

en los supuestos en que, por razones urbanísticas, el inmueble no sea susceptible de uso, 

no se estimará renta alguna. En todo caso, excluye de la imputación la vivienda habitual 

y el suelo no edificado.  

Las exclusiones previstas en el IRPF son trasladables al IRNR, dado que el artículo 13 

del TRIRNR enumera los rendimientos inmobiliarios en distintos apartados en función 

de su calificación. El único supuesto que no tiene o no debería tener cabida en el IRNR 

es la exclusión de residencia habitual de la imputación de rentas inmobiliarias dado que 

el propio concepto de contribuyente no residente fiscal en España implica la falta de una 

residencia habitual en el territorio español. Si bien, está afirmación ha sido recientemente 

debatida por la Comisión de la UE, pudiendo afectar todo el principio impositivo de la 

tributación de la imputación de bienes inmobiliarias, no solo de las personas físicas sino 

también jurídicas – véase el apartado 7 de este Capítulo –. 

5.2. BASE IMPONIBLE. 

El artículo 24 del TRIRNR, en su apartado 5, establece la remisión a la LIRPF para la 

determinación de la base imponible correspondiente a la renta imputada de los bienes 

inmuebles situados en territorio español cuyos titulares son personas físicas no residentes.  

Así el artículo 85.1 de la LIRPF establece que tendrá la consideración de renta imputada 

la cantidad que resulte de aplicar sobre el valor catastral del inmueble un porcentaje 

especifico. Dicho porcentaje será: 

• El 2% sobre el valor catastral, con carácter general. 

• El 1,1% sobre el valor catastral que hayan sido revisados, modificados o determinados 

mediante un procedimiento de valoración colectiva de carácter general, de 

conformidad con la normativa catastral, y hayan entrado en vigor en el período 

impositivo o en el plazo de los diez períodos impositivos anteriores. 

• El 1,1% también se aplicará cuando a fecha de devengo del impuesto el inmueble 

careciera de valor catastral o no se ha notificado al titular. Dicho porcentaje se aplicará 

sobre el 50 por ciento del mayor de los siguientes valores: el comprobado por la 

Administración a efectos de otros tributos o el precio, contraprestación o valor de la 

adquisición.  

Las rentas imputadas serán aquellas generadas a lo largo de todo el año. Si bien hay 

supuestos en los cuales debe determinarse proporcionalmente al número de días que 
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corresponda en cada período impositivo. Así ocurrirá cuando la persona física no 

residente no haya sido titular del inmueble urbano durante todo el año o cuando el bien 

inmueble urbano estuviera afecto a una actividad económica o produjera rendimientos de 

capital inmobiliario por parte del año. 

En los supuestos de derechos de aprovechamiento por turno de bienes inmuebles, la 

imputación se efectuará al titular del derecho real conforme a lo previsto en el aparatado 

2 del artículo 85 LIRPF que establece que será prorrateando el valor catastral en función 

de la duración anual del periodo de aprovechamiento, salvo que su duración no exceda de 

dos semanas por año. Asimismo, especifica que se tomará como base de imputación el 

precio de adquisición del derecho de aprovechamiento, cuando a 31 de diciembre, 

carecieran de valor catastral, o éste no hubiera sido notificado al titular.  

5.3. DEVENGO.  

Tratándose de rentas imputadas correspondientes a los bienes inmuebles urbanos de la 

letra h) del artículo 13.1 del TRIRNR, el impuesto se devengará el 31 de diciembre de 

cada año conforme su artículo 27.1.c), salvo en el caso de fallecimiento del contribuyente, 

que se entenderán exigibles en la fecha del fallecimiento. 

5.4. DERECHO COMUNITARIO: PROCEDIMIENTO DE INFRACCIÓN. 

El “Paquete de procedimientos de infracción de junio: principales decisiones” de la 

Comisión Europea recoge las acciones jurídicas emprendidas por la Comisión Europea 

contra los Estados miembros cuando considera que existe un incumplimiento de las 

obligaciones previstas en el Derecho de la UE.  

En el apartado en materia de Fiscalidad la Comisión Europea publica una carta de 

emplazamiento dirigido a España en la cual “La Comisión insta a ESPAÑA a que ponga 

fin a la imposición discriminatoria de las viviendas de contribuyentes no residentes 

utilizadas como residencia habitual.” 

De tal forma y basándose en la libre circulación de trabajadores (artículo 45 del 

TFUE y artículo 28 del Acuerdo EEE) y a la libre circulación de capitales (artículo 63 del 

TFUE y artículo 40 del Acuerdo EEE), la Comisión Europea, mediante una carta de 

emplazamiento, comunica a España que ha decidido incoar un procedimiento de 

infracción, en este caso el procedimiento INFR(2025)4007, “en materia de imposición 

sobre las viviendas de los contribuyentes no residentes utilizadas como residencia 

habitual”. Es decir, respecto al artículo 13.1.h) del TRIRPF.  

La Comisión Europea se base en la siguiente presunción: “Mientras que los 

contribuyentes residentes no están sujetos a un impuesto por la renta que se considera 

atribuible a sus viviendas utilizadas como residencia habitual, los contribuyentes no 

residentes deben pagar un impuesto sobre la renta del 2 % del valor catastral de sus 

viviendas utilizadas como residencia habitual.”  

La afirmación de la Comisión Europea ha obviado la definición de la residencia habitual 

conforme a la normativa española, que se encuentra en el artículo 41 bis del Real Decreto 

439/2007, de 30 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento del Impuesto sobre la 

Renta de las Personas Físicas y se modifica el Reglamento de Planes y Fondos de 

Pensiones, aprobado por Real Decreto 304/2004, de 20 de febrero (RIRPF). 

Así, se considera vivienda habitual del contribuyente la edificación que constituya su 

residencia durante un plazo continuado de, al menos, tres años. No obstante, existe 

excepciones como en el caso de fallecimiento, separación matrimonial, traslado laboral, 

entre otros. Además del plazo de, al menos, 3 años, debe ser habitada de manera efectiva 

https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=CELEX%3A12016E045
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=CELEX%3A12016E045
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=celex%3A21994A0103%2801%29
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=CELEX%3A12016E063
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=CELEX%3A12016E063
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=celex%3A21994A0103%2801%29
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y con carácter permanente por el propio contribuyente, en un plazo de doce meses, 

contados a partir de la fecha de adquisición o terminación de las obras.  

Siguiendo la tramitación de los procedimientos de infracción, la Administración española 

debe responder a la carta de emplazamiento en un plazo de 2 meses, subsanando las 

deficiencias identificadas por la Comisión.  

En el caso de que la Comisión Europea considere insatisfactoria la respuesta de España, 

podrá emitir un dictamen motivado en el que la Comisión fije su posición en relación con 

la persistencia del incumplimiento de España y le ofrece un plazo de dos meses para 

adoptar las medidas necesarias adaptándose al dictamen. 

A fecha de publicación de esta Guía aún está abierto el procedimiento de infracción contra 

España en materia de imputación de rentas inmobiliarias de no residentes, siendo esencial 

la resolución del mismo ante las relevantes implicaciones que supondría para España que 

deberá enmendar el artículo 13.1.h) del TRIRNR si finalmente la Comisión considera que 

la respuesta de España es insatisfactoria.  

 

6. GRAVAMEN ESPECIAL DE BIENES INMUEBLES DE ENTIDADES NO 

RESIDENTES.  

Con el objeto de eludir el pago de la imputación de rentas inmobiliarias de las personas 

físicas, residente fiscal en España o no residente, se constituía una sociedad interpuesta, 

no residente para dar mayor opacidad a la estructura, que fuera el titular de un bien 

inmueble situado en España que declaraba estar vacío, si bien la realidad era que se usaba 

por las personas físicas detrás de la interpuesta, sus socios o incluso sus empleados. Con 

la misma estructura de inmueble vacío también se eludía el pago del IRNR por 

rendimientos inmobiliarios derivados de alquileres. 

Ante esta situación y con entrada en vigor en 1992, la Disposición Adicional 6ª de la Ley 

18/1991, de 6 de junio, de IRPF establece el Impuesto Especial sobre bienes inmuebles 

de entidades no residentes, con una serie de excepciones en base a la transparencia de 

quien fueran propietarias o posean, por cualquier título, bienes inmuebles en España o 

derechos reales de goce o disfrute sobre los mismos, aplicándose el 5% sobre el valor 

catastral de los bienes inmuebles a 31 de diciembre de cada año y deberá ingresarse en el 

mes de enero siguiente. 

En sus inicios, toda entidad no residente caía dentro del ámbito subjetivo del impuesto 

especial, con independencia del Estado de Residencia. Esto permite considerar que el fin 

del Impuesto especial no era tanto recaudatorio sino de anti-elusión frente al uso de 

estructuras opacas para evitar la identificación de los titulares últimos personas físicas 

que obtenían rentas a través de sociedades interpuestas o disfrutaba del uso del mismo.  

Conforme Amelia Maroto Sáez “el establecimiento del Gravamen ha dado sus frutos, 

pues inmediatamente después de la entrada en vigor de la norma, se produjo: a) un 

desplazamiento en la titularidad de inmuebles situados en España, pasando esta de 

sociedades no residentes a sociedades residentes y b) traslado del domicilio y de la 

residencia de la entidad localizados en un Estado de baja o nula tributación a un Estado 

cuyo Convenio incorporase cláusula de «intercambio de información»”.  

Con efectos desde 1 de enero de 2013 se introducen una serie de modificaciones, así el 

Gravamen Especial sobre Bienes Inmuebles de Entidades no Residentes (GEBI) se regula 

actualmente en el artículo 40 y siguientes del TRLIRNR –según redacción dada por la 

Disposición Final quinta. Cuatro, de la Ley 16/2012, de 27 de diciembre-, 

contemplándose su desarrollo en el artículo 20 del RIRNR –redacción dada por el Real 
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Decreto 960/2013, de 5 de diciembre. De la nueva redacción del GEBI se destaca que 

solo están sujetas a dicho gravamen las entidades residentes en un país o territorio que 

tenga la consideración de paraíso fiscal. 

6.1. SUJECIÓN AL GRAVAMEN. 

El artículo 1 del TRIRNR establece el IRNR grava la renta obtenida en territorio español 

por no residentes en éste y matiza la sujeción al impuesto en su artículo 12 y siguientes 

mediante la obtención de rentas, dinerarias o en especie, en territorio español por los 

contribuyentes por este impuesto. Si bien, el GEBI, como gravamen especial, encuentra 

su regulación fuera de los Capítulos I y II, debiendo acudir al Capítulo VI para verificar 

su regulación. 

Así el artículo 40 regula la sujeción del GEBI, constituyendo el hecho imponible la mera 

propiedad o posesión en España de bienes inmuebles o derechos reales de goce o disfrute 

sobre éstos. 

6.2. SUJETO PASIVO.  

Se consideraba sujeto pasivo del GEBI desde 1992 hasta el 2013 aquellas entidades no 

residentes que cumplían el hecho imponible, es decir, tener la propiedad o posesión de 

bienes inmuebles en España o derechos sobre los mismo, con independencia de su Estado 

de Residencia. 

A partir del 1 de enero de 2013 se introdujo un gran cambio en el sujeto pasivo del GEBI 

a limitarlo únicamente a aquellas entidades residentes en un país o territorio que tenga la 

consideración de paraíso fiscal.  

El sujeto pasivo del GEBI por definición es una entidad, definición que debemos entender 

en sentido amplio. Consecuentemente, englobaría también algunas de las fórmulas 

societarias extranjeras que no tienen encaje en nuestro ordenamiento jurídico, como 

puede ser las herencias yacentes, comunidades de bienes, fiducias, trusts, sociedades 

civiles o de personas, sociedades de capital, etc., bien en atención a su condición de 

titulares jurídicos del bien inmueble o bien a su cualidad de titular del derecho de uso 

conforme el artículo 40 del TRIRNR. 

Por otro lado, ante los trabajos realizados internacionalmente en aras de la transparencia 

e intercambio de información, junto a la lucha contra el fraude fiscal, se ha actualizado el 

término de paraísos fiscales al concepto de jurisdicciones no cooperativas, en adelante 

JNC, en base a la nueva redacción dada a la Disposición Adicional Primera de la Ley 

36/2006, de 29 de diciembre, que ha sido modificada por la Disposición Final Segunda 

de la Ley 26/2014, de 27 de noviembre. Su apartado 2 establece que se tendrá la 

consideración de jurisdicciones no cooperativas en base a los criterios establecidos de 

transparencia e intercambio de información, facilitación de sociedades extraterritoriales, 

baja o nula tributación, así como regímenes fiscales perjudiciales.  

Por tanto, un residente en un paraíso fiscal debe entenderse que procede de una de las 24 

jurisdicciones enumeradas en la Orden HFP/115/2023, de 9 de febrero, por la que se 

determinan los países y territorios, así como los regímenes fiscales perjudiciales, que 

tienen la consideración de jurisdicciones no cooperativas. Se destaca que deberá acudirse 

a la Orden Ministerial aplicable al momento en que se esté aplicando el TRIRNR dado 

que la lista se revisará periódicamente a la vista de las actualizaciones internacionales y 

de los desarrollos y avances nacionales. 

6.3. EXENCIONES.  
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El carácter disuasorio del GEBI, que busca eliminar la utilización de determinadas 

estructuras fiscales para eludir o minorar la imposición sobre los rendimientos 

inmobiliarios, se refleja en la determinación del sujeto pasivo del mismo en la figura de 

entidades residentes en jurisdicciones no cooperativas. Consecuentemente, el propio 

GEBI establece exenciones en base a dicho sujeto pasivo, cuando tal entidad no residente 

ofrece garantías de transparencia de la propiedad o posesión del bien inmueble. De tal 

forma, el artículo 42 establece que el GEBI no será exigible a: 

• Los Estados e instituciones públicas extranjeras y los organismos internacionales.  

• Las entidades que desarrollen en España, de modo continuado o habitual, 

explotaciones económicas diferenciables de la simple tenencia o arrendamiento 

del inmueble, de acuerdo con lo que se establezca reglamentariamente.  

• Las sociedades que coticen en mercados secundarios de valores oficialmente 

reconocidos. 

A los efectos de determinar si existe una explotación económica diferenciable debe 

acudirse a las circunstancias previstas en el artículo 20 del RIRNR, como puede ser la 

letra c) que será cuando el volumen anual de operaciones de la explotación económica 

sea igual o superior a 600.000 euros. 

6.4. BASE IMPONIBLE.  

Una vez identificado al contribuyente del GEBI, se procede a cuantificar su base 

imponible, que estará constituida por el valor catastral de los bienes inmuebles. De nuevo, 

al tratarse de bienes inmuebles y de su valor catastral, el legislador recoge en el artículo 

41 del TRIRNR las distintas situaciones que pueden acontecer.  

La regla general es que la base imponible será el valor catastral. Si bien, de no existir 

valor catastral, se utilizará el valor determinado con arreglo a las disposiciones aplicables 

a efectos del artículo 10 de Ley 19/1991, de 6 de junio, del Impuesto sobre el Patrimonio. 

Por tanto, destacamos la siguiente regla de valoración de los bienes de naturaleza urbana 

o rústica. 

En primer lugar, será el mayor valor de los tres siguientes: el valor catastral, el 

determinado o comprobado por la Administración a efectos de otros tributos o el precio, 

contraprestación o valor de la adquisición. 

En el caso de derechos sobre bienes inmuebles adquiridos en virtud de contratos de 

multipropiedad, propiedad a tiempo parcial o fórmulas similares, se valorarán en función 

de su titularidad. Si suponen la titularidad parcial del inmueble, será según regla anterior 

del mayor de tres. En el caso de que no comportan la titularidad parcial del inmueble, será 

el precio de adquisición de los certificados u otros títulos representativos de los mismos. 

Asimismo, el artículo 40, en su apartado 2, tiene en consideración los supuestos en que 

una entidad residente en una JNC participe en la titularidad de los bienes o derechos junto 

con otra u otras personas o entidades. En este caso, el GEBI será exigible 

proporcionalmente a su participación en la titularidad de aquéllos. 

6.5. TIPO DE GRAVAMEN. DEDUCIBILIAD DE LA CUOTA. 

EL tipo de gravamen especial será del 3 por ciento. Con anterioridad y hasta enero de 

1996 el tipo era del 5 por ciento. (artículo 43 del TRIRNR). 

Una excepcionalidad del GEBI es que la cuota tendrá la consideración de gasto deducible 

a efectos de la determinación de la base imponible del IRNR conforme el artículo 44 de 

su TR. Excepcionalidad dado que supone que la cuota del GEBI puede minorar la base 
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imponible del IRNR, cuando el contribuyente haya obtenido tanto rendimientos como 

ganancias de capital.  

6.6. DEVENGO. DECLARACIÓN. AFECTACIÓN. 

El GEBI se devengará a 31 de diciembre de cada año conforme lo previsto en el Artículo 

45 y deberá declararse e ingresarse en el mes de enero siguiente al devengo, en el lugar y 

forma que se establezcan.  

El RIRNR señala que será el ministro de Hacienda quien establecerá los modelos a utilizar 

para la declaración del GEBI. De tal forma, la declaración se efectuará mediante el 

Modelo 213. IRNR Gravamen especial sobre bienes inmuebles de entidades no residentes 

previsto en la Orden EHA/3316/2010, de 17 de diciembre, por la que se aprueban los 

modelos de autoliquidación 210, 211 y 213 del Impuesto sobre la Renta de no Residentes. 

La autoliquidación se presentará por cada inmueble, es decir, aquel que una referencia 

catastral diferenciada. Cuando una entidad estuviese obligada a presentar autoliquidación 

por varios inmuebles ubicados en el ámbito de una misma Delegación de la AEAT 

presentará una relación en la que se especifiquen de forma separada cada uno de los 

inmuebles. 

Con el objeto de garantizar el pago del gravamen especial, los apartados 2 y 3 del artículo 

45 establecen la afectación del inmueble al pago del gravamen, que permite ir 

directamente contra el bien inmueble para satisfacer su pago. 

Así, en el caso de falta de autoliquidación e ingreso del contribuyente, tal omisión 

conlleva su exigibilidad por el procedimiento de apremio sobre los bienes inmuebles. Es 

tal la afectación del inmueble al ingreso del GEBI que basta la certificación expedida por 

la Administración tributaria del vencimiento del plazo voluntario de ingreso sin haberse 

ingresado el impuesto y su cuantía para proceder al inicio del procedimiento de apremio. 

En el caso de transmisiones de bienes inmuebles situados en territorio español por 

entidades sujetas al gravamen especial, los bienes transmitidos quedarán afectos al pago 

del importe de dicho gravamen especial 

 

7. TRANSPARENCIA E INTERCAMBIO DE INFORMACIÓN DE BIENES 

INMUEBLES. 

Las distintas rentas derivadas de bienes inmuebles en todas sus calificaciones de 

rendimientos, imputación de rentas, así como las ganancias patrimoniales, procedentes 

del propio bien inmueble o de derechos sobre el mismo, conlleva un elevado número de 

actuaciones o actividades que puede desarrollar su titular. Dichas actuaciones no siempre 

son fácilmente identificables, como puede ser el alquiler de una vivienda no declarada, el 

uso de un inmueble por los directivos de una empresa, ocultación del titular real o ventas 

de inmuebles por contratos privados.  

Cada día resulta más difícil que aquellas actuaciones dirigidas a ocultar rentas o sus 

titulares pasan desapercibidas por la Administración tributaria, no solo por la experiencia 

ganada a lo largo de los años en la lucha contra el fraude, sino también por la mayor 

cantidad y calidad de datos con que cuentan, si bien aún queda mucho recorrido por hacer.  

En materia de bienes inmuebles, la Administración tributaria puede obtener información 

acerca de los mismos directamente de los contribuyentes o de terceros, como pueden ser 

los registros oficiales de propiedad o de los notarios. Aun así, no siempre se tiene toda la 

información. Por ello, la Administración tributaria buscan ampliar sus fuentes de 

obtención de datos a otros ámbitos, especialmente al ámbito internacional, con grandes 
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avances en materia de transparencia e intercambio de información en sus tres 

modalidades: a petición, espontáneo y automático. Si bien, el intercambio de información 

inmobiliaria no está tan implementado mundialmente como puede ser el intercambio de 

información financiera (cuentas bancarías, saldos…). 

7.1. UNIÓN EUROPEA. DACS. 

En el ámbito europeo, la Directiva 2011/16/UE, conocida como DAC1, prevé el 

intercambio automático entre los Estados miembros de siete categorías de ingresos y 

activos sobre todos los tipos de residentes, tanto personas físicas como entidades 

jurídicas. Dichas categorías son las rentas del trabajo, rentas de pensiones, honorarios de 

administrador, rentas y propiedad de bienes inmuebles, productos de seguro de vida y 

cánones, y a partir del 2026, los dividendos no privativos de libertad.  

Los Estados miembros se han comprometido a intercambiar entre sí cinco de las seis 

categorías en 2025 y seis de las siete categorías en 2026. El intercambio depende de la 

disponibilidad de la información en el propio Estado miembro. Por ejemplo, en el caso 

de la propiedad y los ingresos derivados de propiedad, aquellos Estados miembros, que 

hayan establecido registros de la propiedad nacionales, podrán recopilar la información 

allí transcrita para proceder a su intercambio dentro del paraguas legal de la DAC1. 

Además, hay otras fuentes, como puede ser las declaraciones informativas de los ingresos 

por alquileres, compra y venta de bienes inmuebles, titularidad de inmuebles, entre otros.  

La DAC1 prevé el intercambio automático de información relativa a las rentas y 

propiedad de bienes inmuebles. Por tanto, cabría el intercambio de información de datos 

de alquileres o similares, tenencia de bienes muebles, así como de la transmisión de bienes 

o derechos sobre los mismos.  Con esta información, la AEAT puede efectuar cruce de 

datos, verificaciones de propiedades o títulos, así como determinar la correcta tributación 

de las rentas derivadas de bienes inmuebles situados en el territorio español.  

Conforme datos de la UE, durante el periodo de 01 de julio de 2022 a 30 de junio de 2023 

los Estados miembros se intercambiaron información en base a la DAC1 por valor de 

24000 millones de euros en relación con 13,6 millones de contribuyentes para las 

siguientes categorías: 

 

 Información No. Contribuyentes 

(millones) 

Ingresos (miles de 

millones EUR) 

Trabajo 2.4 42.7 

Pensiones 3.6 15.2 

Ingresos Inmuebles 4.5 2.3 

Propiedad Inmuebles 3.1 176 

Total 13.6 236.2 

Fuente: Unión Europea DAC1 



25 
 

Además, conforme a los datos facilitados por trece Estados miembros de la Unión 

Europea para el ejercicio fiscal 2022, se ha obtenido 117 millones de euros en ingresos 

fiscales adicionales como resultado de la DAC1, principalmente como resultado de las 

acciones de análisis de riesgos, siendo clave las rentas de empleo y rentas de pensiones. 

Dando un paso más en el intercambio de información respecto bienes inmuebles, la 

Directiva (UE) 2021/514 del Consejo de 22 de marzo de 2021, conocida como DAC7, 

establece la obligación de los operadores de plataforma a comunicar a la Administración 

tributaria en que esté registrados información relativa a los vendedores que utilizan sus 

plataformas para contactar con otros usuarios respecto de las denominadas ‘actividades 

pertinentes’. Se considera actividades pertinentes no solo el arrendamiento o cesión 

temporal de uso de bienes inmuebles, sino también los servicios personales, la venta de 

bienes o el arrendamiento de cualquier medio de transporte.  

Una vez reportada la información a la Administración tributaria donde esté registrado el 

operador, se intercambiará con el Estado miembro de la UE o jurisdicción no UE con 

relación de intercambio activada, donde resida el ‘vendedor’ o, en el caso de 

arrendamiento, donde esté situado el bien inmueble. 

El primer intercambio bajo la DAC7 respecto información para el año natural 2023 tuvo 

lugar a finales de febrero de 2024. 

En el caso de España, debidamente traspuesta la DAC7, el operador de plataforma 

registrado en España deberá presentar el Modelo 238 "Declaración informativa para la 

comunicación de información por parte de operadores de plataformas" (Orden 

HAC/72/2024, de 1 de febrero). El intercambio se produce con los Estado miembros de 

la UE, así como Nueva Zelanda y el Reino Unido. 

7.2. OCDE.  

La DAC7 de la UE es el resultado de los trabajos desarrollados en el seno de la OCDE 

bajo las - Model Rules o Normas modelo para la presentación de informes por parte de 

los operadores de plataformas con respecto a los vendedores en la economía colaborativa 

y de los gigas” (MRDP) -, que contempla la posibilidad de intercambiar la información 

obtenida de operadores de plataforma digitales en términos equivalentes a la DAC7. 

En noviembre de 2022, durante en el 15º Plenario del Foro Global sobre transparencia e 

intercambio de información en materia fiscal, 22 jurisdicciones, incluyendo a España, 

firmaron el acuerdo multilateral de autoridad competente (MCAA) que permite el 

intercambio automático de información en virtud de las MRDP. 

En cuanto a intercambio de información a nivel mundial equivalente a la DAC1 respecto 

a bienes inmuebles, aún no existe un estándar internacional o acuerdo multilateral, como 

la de las MRDP, si bien en julio de 2024 se publicó el - Informe de la OCDE a los 

ministros de Finanzas y Gobernadores de Bancos Centrales del G20 “Reforzar la 

transparencia fiscal internacional en el sector inmobiliario: del concepto a la realidad” -.  

Dicho informe es resultado de la petición de la Presidencia india del G20 en el cual se 

recoge el estado actual del intercambio de información sobre bienes inmuebles, 

identificando, en primer lugar, de qué información dispone cada Administración que 

resulte fácilmente disponible para su intercambio con otros países. En segundo lugar, 

pretender establecer una coherencia en el tipo o categorías de información que facilite su 

intercambio, exigiendo un intercambio de calidad de información. Y, por último, se busca 

garantizar que la información disponible esté actualizada y se identifique al titular real 

del inmueble. Todo ello para alcanzar un intercambio voluntario entre jurisdicciones 
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interesadas en información inmobiliaria, así como del beneficiario efectivo cuando los 

bienes inmuebles se posean a través de entidades o estructuras jurídicos. Este informe 

permitió abrir el debate sobre la materia durante la Presidencia brasileña del G20, 

quedando la Presidencia sudafricana a la espera de un nuevo Informe de progresos 

alcanzados.  

Por todo ello, a pesar de estar en la agenda del G20 y por tanto de los Gobiernos de los 

grandes, a corto plazo, hay pocas posibilidades de que el intercambio de información 

inmobiliaria alcance status de estándar internacional de obligado cumplimiento, pero las 

Administraciones tributarias ya comienzan a recibir y enviar dicha información. Queda 

pendiente su aplicación global que esperemos llegue pronto. 

 

8. CONSIDERACIONES FINALES. 

La tenencia de bienes inmuebles en manos de no residentes es una realidad que debe tener 

en consideración toda Administración tributaria, no solo para la correcta aplicación de la 

normativa doméstica e internacional aplicable, sino también para facilitar el 

cumplimiento de las obligaciones fiscales de sus titulares, sin olvidar la lucha contra el 

fraude fiscal, de mayor relevancia en materia inmobiliaria en los últimos años.  

Reconociendo los grandes avances alcanzados en transparencia fiscal internacional, 

especialmente con el intercambio automático de información de cuentas financieras, 

conocido como CRS en sus siglas en inglés, - véase los Capítulos 55 a 57 -, no se preveía 

cuál sería su impacto real en la lucha contra el fraude ni tampoco su incidencia en otros 

ámbitos como el de los bienes inmuebles.  

El “Informe 2024 de Evasión Fiscal Global” del Observatorio Fiscal de la UE dedica un 

apartado a la creciente relevancia de los bienes inmuebles extraterritoriales (offshore) 

como una de las tendencias de la evasión fiscal extraterritorial. El Informe concluye que 

“Investigaciones recientes ponen de relieve cómo algunas personas que en un pasado 

ocultaban activos financieros en bancos extraterritoriales han explotado estas lagunas 

(refiriéndose a los estándares de transparencia e intercambio de información) trasladando 

sus tenencias a activos no vigilados, sobre todo bienes inmuebles.”  

“Alrededor del 25% del patrimonio offshore que anteriormente se poseía en forma de 

activos financieros puede haberse convertido en bienes inmuebles, eludiendo así los 

nuevos requisitos de información.” “Esto se ha vuelto posible gracias a la facilidad de 

invertir en inmuebles a través de fondos y trusts.” 

Consecuentemente, partiendo de una normativa relativamente de fácil aplicación, tanto 

doméstica prevista en el TRIRNR como en convenios internacionales aplicables, la 

opacidad del titular real mediante la utilización de estructuras interpuestas y la falta de un 

intercambio de información global dificultará su correcta implementación. 
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